
REGISTRADA BAJO EL Nº 13297
LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA DE SANTA FE

 
SANCIONA CON FUERZA DE

 
L E Y :

 
EMERGENCIA EN MATERIADE SEGURIDAD PÚBLICA

 
 

TÍTULO I
 

DECLARACIÓN DE EMERGENCIA EN MATERIADE SEGURIDAD PÚBLICA
 

 
ARTÍCULO 1.- Declárase la "Emergencia en materia de Seguridad Pública" en
todo el territorio de la Provincia de Santa Fe por el término de 18 (diecicho)
meses, con la finalidad primordial de lograr y garantizar la protección integral
de la vida y los bienes de las personas.
La prórroga de la vigencia de esta ley podrá fijarse por idéntico periodo
debiendo ser la misma establecida por una norma análoga a la presente para
lo que se tendrá en consideración un análisis exhaustivo y pormenorizado de
la situación en tal materia, a saber:
a)        Los aspectos organizativos, funcionales y operativos del Sistema de
Seguridad Pública de la  Provincia y  sus componentes,  en el  marco de la
legislación vigente;
b)         El  desarrollo  y  la  implementación de programas de asistencia
individual, familiar y social tendientes a atacar las causas de la delincuencia y
la  violencia  en  todas  sus  modalidades,  haciendo especial  hincapié  en  los
sectores más vulnerables de la comunidad;
c)        La implementación de Programas de Vinculación y Coordinación
Institucional  con  los  Municipios  y  Comunas,  con  organismos  estatales
descentralizados y autárquicos, en relación a sus competencias propias y que
influyen en el fortalecimiento de la seguridad pública;
d)        El desarrollo de estrategias y canales de participación comunitaria, a
través de tareas coordinadas con las organizaciones de la sociedad civil;
e)        La realización y sostenimiento de la protección integral y efectiva para



los niños, niñas y adolescentes sin desatender el sostenimiento de la sociedad
en su conjunto como potencial victima de la inseguridad;
f)          La creación e implementación en los Juzgados Comunales y Oficinas
del Registro Civil de centros de recepción de denuncias de todo tipo, que no
se trate de un delito penal, las que una vez evaluadas serán elevadas a la
autoridad que corresponda, manteniéndose la vigencia de presentación de
denuncias en sede policial y fiscalías.
 
 

TÍTULO II
CAPITULO I

Ministerio de Seguridad
 
ARTÍCULO  2.-  El  Ministerio  de  Seguridad  deberá  llevar  adelante  las
siguientes acciones:
a)        Implementación de adicionales especiales para los agentes que realicen
servicio en la via pública;
b)        Implementación de un sistema tendiente a que los responsables de
Comisaría  y  Subcomisaría  rubriquen  con  su  firma  los  sumarios,  u  otras
actividades donde se realicen presentaciones o denuncias de ciudadanos;
c)        Implementación con carácter de urgente de un programa especial para
la incorporación de personal policial en el Escalafón General, Subescalafón
Seguridad conforme a la legislaciónvigente. Dada la necesidad perentoria de
lograr  la  inclusiónde  recursos  humanos  a  la  fuerza,  dichos  cursos  de
capacitación tendrán una duración de seis meses, siendo supervisados los
mismos por el Instituto de Seguridad Pública (I.S.E.P.) conjuntamente con
personal dependiente de las Tropas de Operaciones Especiales, Dirección de
Drogas Peligrosas y Orden Público de las Unidades Regionales I y II. El total
de personal a incorporar ascenderá a 4.000 (cuatro mil) nuevos efectivos de
los cuales una vez aprobado los cursos cumplirán funciones preventivas en
comisarias y lugares públicos, sin excepción y por el términos de 2 (dos) años.
Los  destinos  serán  de  acuerdo  a  las  necesidades  e  informados  a  ambas
cámaras legislativas. La presente incorporación será dispuesta en 4 (cuatro)
etapas,  cada  una  de  las  cuales  tendrá  un  tope  de  inscripción  de  1.000
aspirantes,  debiéndose  observar:  lugares  de  residencia  para  su  posterior
destino como asi también un porcentaje de 85% de masculinos y 15% de
femeninos por etapa.
d)        Reparación edilicia de dependencias policiales cuyos inmuebles sean
propiedad del Estado Provincial. En el caso de bienes inmuebles alquilados y



luego de un pormenorizado estudio respecto a ubicaciones, características y
funcionalidad se deberán iniciar los trámites de expropiación conforme la
legislación  vigente  declarándose  bienes  susceptibles  de  incorporación  al
Patrimonio Provincial mediante Ley N° 7534.
e)        Instrumentación de un mecanismo acorde a las necesidades en materia
de seguridad respecto a la distribución de vehículos otorgados en virtud de lo
dispuesto en la Ley N° 12.734, Articulo 230 y concordantes. Los depositarios
deberán cumplir netamente funciones operativas. Asimismo se instará a los
señores magistrados la agilización del dictado de la resolución pertinente que
tenga  como  fin  declarar  bien  mostrenco  a  los  móviles  antes  referidos,
debiéndose incorporar dichos vehículos de inmediato al patrimonio provincial.
f)          Plan de reparación integral de vehículos policiales en condiciones de
ser  rehabilitados,  previa  evaluación  costo-beneficio  para  su  reinserción
operativa.
g)        Los vehículos adquiridos o incorporados a través del mecanismo
consignado  precedentemente  que  tengan  como  destino  la  Policía  de  la
Provincia deberán, sin excepción, estar identificados con la leyenda "Policia de
la Provincia de Santa Fe", logo distintivo y número identificatorio en ambas
puertas  delanteras,  quedando  exceptuados  aquellos  que  cumplan  tareas
estrictamente investigativas y cuyo listado será comunicado a la Secretaría de
Derechos Humanos.
h)        Adquisición de equipamiento para la Policía Científica.
i)          Adquisición de un sistema de circuito cerrado de monitoreo para su
instalación  en  áreas  criticas  o  que  evidencien  una  notoria  densidad  de
actividad  comercial,  financiera,  recreativa,  etc;  debiéndose  prever
puntualmente en los ingresos y egresos masivos de tránsito vehicular en las
grandes urbes.
j)          Adquisición de tecnología para la ubicación satelital - GPS -para ser
instalados en las unidades móviles que utiliza la fuerza de seguridad en un
orden gradual, siendo prioritaria su colocación en las unidades destinadas a la
prevención del delito y operativos de seguridad.
k)        Adquisición de 6 (seis) scanners móviles para detección de drogas y/o
sustancias  peligrosas  con destino  a  la  Direcciónde Drogas  Peligrosas,  los
cuales  serán  de  suma utilidad  para  el  control  de  las  rutas  nacionales  y
provinciales en puestos y ubicaciones estratégicas a determinar por la fuerza
de seguridad.
l)          Afectación de fondos destinados a asistir:
1)        al personal policial en materia de vivienda,
2)        al personal policial victima de accidentes vinculados a su labor,
3)        capacitación de Promotores en Prevención y Seguridad Ciudadana,



4)        Asistencia a las familias del personal policial accidentado o fallecido en
acto de servicio;
m)       Implementación  de  Programas  de  Incentivo  para  el  personal
dependiente de: la Dirección de Drogas Peligrosas, Tropas de Operaciones
Especiales y Dirección Provincial de Asuntos Internos Policiales, respecto a
becas y cursos;
n)        Adquisición de equipos y sistemas informáticos destinados a: Dirección
de Drogas Peligrosas, Tropas de Operaciones Especiales, Dirección Provincial
de Asuntos Internos Policiales y Departamentos que integran la Plana Mayor.
En el caso de las Unidades Regionales se deberán equipar las Divisiones de
Operaciones y Orden Público.
ñ)    Compra de insumos y maquinarias para la capacitación laboral en artes y
oficios de los internos alojados en los establecimientos Penitenciarios de la
Provincia.
o)         Implementación  de  Programas  de  Incentivo  para  el  personal
penitenciario, becas de capacitación nacional e internacional;
p)        Construcción de dos (2) complejos penitenciarios para alojamientos de
detenidos en comisarías.
q)        Fomentar la realización de actos necesarios para la revisión y rediseño
del  sistema  de  capacitación  policial  y  penitenciario,  sus  contenidos
curriculares e instituciones que lo integran, a fin de mejorar la calidad de la
formación que imparte el Instituto de Seguridad Pública de la Provincia.
r)         Promover la flexibilización de aquellas disposiciones vigentes, a fin de
facilitar la participación de las organizaciones sociales existentes en la política
de seguridad.
s)         Fomentar activamente la constitución de Juntas locales Consultivas
para la Seguridad Pública en cada aglomerado de ciudadanos donde exista
una dependencia fija de seguridad, que estará integrada por organizaciones
representativas de la comunidad, tales como entidades de asistencia social,
educativas,  culturales,  deportivas,  profesionales,  gremiales,  mutual  es  y
cooperativas,  comercios  e  industrias,  instituciones  religiosas  y  demás
entidades, cuya función será la de proponer sugerencias preventivas respecto
a la seguridad, para lo cual las fuerzas de seguridad deberán intercambiar
datos estadísticos y debiendo participar estas últimas si así lo requiere dicha
Junta.
t)          Ordenar, a partir de la presente que toda Carpeta Médica o licencia de
larga duración sea, para los casos de las Unidades Regionales I y 11,otorgadas
por la Dirección de Higiene y Salud del Trabajador con asiento en la ciudad de
Santa Fe y Rosario o delegaciones de ésta. En los casos del resto de las
Unidades Regionales serán a través de los distintos efectores de salud en



territorio de la provincia.
u)        Disponer la urgente elevación por parte del titular de la jurisdicción de
todas las causas en trámite que involucren a personal policial y penitenciario a
la órbita del Poder Judicial para la sustanciación del proceso de competencia
de los señores magistrados.
v)         Ordenar en forma inmediata el  apartamiento de todos aquellos
funcionarios  policiales,  que  cumplan  funciones  de  conducción  (Jefatura  y
Subjefatura de Policía,  Jefe o Subjefe de la  Plana Mayor Policial,  Jefes o
Subjefes  de  Departamentos  de  Plana  Mayor  Policial,  Jefes  y  Subjefes  de
Unidades Regionales,  Directores y Subdirectores Generales y Directores y
Subdirectores Provinciales) y al momento de la puesta en vigencia de esta ley
se  les  haya  ordenado  una  investigación,  resueltas  con  determinación  de
responsabilidad o, en trámite y pendientes de resolución; ya sea en el ámbito
administrativo o judicial, quedando comprendidas las conductas que puedan
constituir faltas graves contempladas en los Artículos 42° y 43° de la ley
Provincial  del  Personal  Policial  N°  12.521,  como  asi  las  investigaciones
previstas en la ley Provincial N° 12.238.
 
 

CAPÍTULO II
Ministerio de Justicia y Derechos Humanos

 
ARTÍCULO 3.- El Ministerio de Justicia y Derechos Humanos deberá llevar
adelante las siguientes acciones:
a)        Creación e implementación de un sistema para que los Juzgados
Comunales y Oficinas de Registro Civil recepcionen las denuncias de personas
cuando no se trate de un delito penal, o cuando la actividad sea de confección
de certificados,  conflictos  entre  vecinos  o  familiares,  para lo  cual  deberá
cubrir los cargos vacantes existentes en toda la Provincia;
b)        Creación e implementación en los Juzgados Comunales y Oficinas de
Registro Civil de buzones comunitarios donde los ciudadanos podrán depositar
denuncias  de  hechos  o  situaciones  que  ellos  consideran  importantes.  los
buzones serán abiertos al menos una vez por mes por el responsable de la
oficina  con  dos  testigos;  a  la  apertura  serán  invitados  a  participar  los
responsables de la autoridad local,  ONG y demás fuerzas vivas del lugar,
oportunidad en donde se labrarán actas de la cantidad de sobres o elementos
encontrados; los cuales serán depositados en un sobre que será remitido al
Fiscal de los Tribunales Provinciales con asiento en la jurisdicción del lugar.
 



 
CAPÍTULO III

Políticas interministeriales y municipales de asistencia y promoción social
para el fortalecimiento de la seguridad

 
ARTÍCULO  4.-Desde  el  Poder  Ejecutivo  se  deberán  ejecutar  políticas
interministeriales  y  municipales  de  asistencia  y  promoción  social  para  el
fortalecimiento de la seguridad, tales como:
a)        Implementación del Programa de Inserción Integral de Jóvenes de
entre 14 y 25 años, a fin de atender la problemática y expectativa de los
jóvenes que no estudian ni trabajan, y se encuentran en situación de riesgo,
de  acuerdo  a  sus  características  sociales,  familiares  y  educativas,
descentralizando  fondos  en  los  Municipios  para  su  fortalecimiento
institucional, a los efectos de la gestión de los programas específicos de becas
para estudio para la reincorporación al sistema educativo, programa de aval
de promoción a la inserción laboral y programa de fondo de micro crédito y de
servicio cívico gradualmente en la Provincia;
b)        Construcción y equipamiento de cuatro (4) Centros de rehabilitación
para niños, adolescentes y adultos con problemas de adicciones o penales, con
sujeción a la ley de Obras Públicas y normas de impacto ambiental;
c)         Reparación y mejoramiento de Infraestructura para actividades
deportivas,  recreativas  y  de  capacitación  laboral  en  escuelas  de  jóvenes,
adultos  y  en  centros  de  capacitación  laboral,  en  todo  el  territorio  de  la
Provincia;
d)        Creación del Programa Integral de Inclusión Educativa tendiente a
ofrecer, a través de medios formales y no formales, oportunidades de reiniciar
y completar estudios primarios y secundarios, de capacitarse laboralmente y
de  desarrollar  aptitudes  artísticas  a  jóvenes  vulnerables,  potenciando  los
servicios  educativos  y  deportivos  existentes  y  articulando los  mismos con
universidades, institutos de nivel superior, municipiosy organizaciones de la
sociedad civil;
e)        Desarrollo en todo el territorio provincial de un Programa Educativo
Multimedial  tendiente  a  informar,  concientizar  y  convocar  a  toda  la
comunidad  a  participar  activamente  en  todas  aquellas  acciones  que
fortalezcan el desarrollo de una sociedad más justa, responsable, integrada y
segura para todos;
f)          Implementación de programas específicos de deportes, destinados
principalmente a barrios carenciados de la Provincia, fortaleciendo los Clubes
o Centros Barriales existentes, ejecutando políticas de iniciación y práctica
deportiva a ejecutar en conjunto con los municipios;



g)        Celebración de convenios marco con los municipios y el Poder Judicial
para la  creación de unidades de Mediación y Juzgamiento en Materia de
Faltas y Contravenciones;
h)        Implementación de un programa destinado a la limpieza y saneamiento
de espacios públicos y/o privados, baldíos, iluminación, para ser desarrollados
en todos los municipios de la Provincia;
i)          Fortalecimiento y desarrollo de programas de asistencia a la victima y
familiares de victimas, con la participación de organizaciones de la sociedad
civil cuyo objeto contemple la atención de esta problemática;
j)          Implementación de un programa de asistencia a los centros educativos
públicos para que cuenten con la presencia efectiva de por lo menos dos días
a la semana de un Gabinete Psicopedagógico;
k)        Implementación de un programa de asistencia y concientización para
padres y responsables de los menores de edad que hubieren tenido más de
dos ingresos en sede policial como consecuencia de hechos tipificados en el
código de faltas o código penal.
 
ARTÍCULO  5.-  Los  programas  antes  previstos  serán  implementados  en
colaboración con las organizaciones de la sociedad civil.
 
ARTÍCULO 6.- La descentralización de fondos en los Municipios y Comunas, a
los efectos de la implementación de los programas previstos en el presente
título, estará sujeta a la suscripción de los convenios a realizarse entre la
Provincia y cada Municipio y/o Comuna. Copia de las rendiciones de cuentas
serán remitidas a la comisión que hace referencia el Art. 13 de la presente, en
un  término  no  mayor  de  sesenta  (60)  días  de  concluido  cada  programa
convenido.
 
 

TÍTULO III
Otras disposiciones

 
ARTÍCULO 7.- Las adquisiciones que se realicen, destinadas al equipamiento
de  la  Policia  de  la  Provincia  y  su  personal,  deberán  enmarcarse  en  un
diagnóstico y plan de reequipamiento plurianual, el que deberá ser elaborado
por el Ministerio de Seguridad en un plazo máximo de 60 (sesenta) días a
partir de la fecha de publicación de la presente ley.
 



ARTÍCULO  8.-  las  adquisiciones  de  bienes  de  uso  y  equipamiento  como
asimismo  aquellas  contrataciones  de  obras  menores  en  el  marco  de  la
emergencia declarada por la presente, quedan comprendidas en las normas de
excepción  de  la  ley  de  Contabilidad,  ley  de  Administración,  Eficiencia  y
Control del Estado y de la Ley de Obras Públicas y su reglamentación. El
control externo hacendal de los actos y operaciones previstos en el marco de
la legislación antes enunciada, el cual se encuentra a cargo del Tribunal de
Cuentas,  deberá  efectuarse  en  el  plazo  máximo  de  cinco  (5)  dias  y
comunicarse a las Cámaras legislativas en idéntico plazo, de emitidos éstos.
 
ARTÍCULO 9.- Modificase el Articulo 2 de la ley N° 10.296, el que queda
redactado de la siguiente manera:
"Artículo  2:  la  rendición  de  cuentas  de  los  gastos  originados  como
consecuencia de lo dispuesto precedentemente estará sujeta a los mecanismos
de Compras, Contrataciones y Rendición de Cuentas que rigen por imperio de
la legislación en vigor para toda la Administración Provincial, como también al
contralor por parte del Tribunal de Cuentas de la Provincia. Esto implicará la
debida y oportuna documentación respaldatoria de las inversiones realizadas".
 
ARTÍCULO  10.-  Establécese  que  podrán  aplicarse  los  siguientes
procedimientos  cuando  los  valores  no  superen  los  que  se  enuncian  a
continuación:
a)        Compra directa hasta $ 50.000 (cincuenta mil).
b)        Concurso de Precios hasta $150.000 (ciento cincuenta mil).
Ampliase  hasta  la  suma  de  $30.000  (treinta  mil)  el  monto  al  que  están
autorizados a invertir los jefes de las reparticiones policiales y penitenciarias
por intermedio de sus respectivas habilitaciones para los casos de partidas
mensuales destinadas al desarrollo de sus actividades; manteniéndose como
tope máximo de $5.000 (cinco mil) los Gastos de Funcionamiento.
A los topes consignados en el presente articulo y, hasta tanto no se opere la
puesta  en  funcionamiento  del  Subsistema de  Administración  de  Bienes  y
Servicios  contemplados  en  el  Titulo  III  de  la  ley  N°  12.510,  continuarán
rigiendo en materia de contrataciones las disposiciones del Titulo III, Artículo
106°, ss. y cc. del Decreto ley N° 1751/56 y sus respectivas modificatorias.
 
ARTÍCULO 11.-  Ordenar  a  partir  de  la  presente  el  inmediato  y  estricto
cumplimiento  de  la  ley  N°  6356  y  su  reglamentación,  gestionando  la
cancelación dentro de un plazo que no deberá superar los noventa días, de
deudas  contraídas  con  motivo  de  tal  servicio  por  parte  de  organismos
nacionales, provinciales, municipales y/o comunales a los fines de contar con



dichos recursos. A tal efecto, el Tribunal de Cuentas de la Provincia como
organismo de control externo, deberá instrumentar, una auditoria sobre la
respectiva Cuenta Especial a fin deslindar las responsabilidades emergentes
por su incumplimiento y, en un plazo no superior a los 30 días, elevar el
correspondiente informe de su resultado a las Cámaras Legislativas.
 
ARTÍCULO  12.-  Créase  la  Comisión  Bicameral  de  Seguridad  Pública;
integrada por la actuales Comisiones de Seguridad Pública, que sesionarán
durante la vigencia de la presente al menos una vez por mes. Dicha Comisión
tendrá el control y supervisión de la aplicación de la presente ley.
El Ministerio de Seguridad deberá remitir mensualmente a la Presidencia de
la Cámara de Senadores, para que ésta ponga a disposición de la Comisión
Bicameral, un informe conteniendo el detalle de las medidas adoptadas, sus
resultados, y las a adoptar, conforme las facultades otorgadas por la presente.
La Presidencia de la Cámara de Senadores deberá poner dicho informe en
conocimiento de los Presidentes de las Comisiones de Seguridad de ambas
Cámaras al día siguiente de su recepción, para que éstos la hagan conocer a
los demás miembros con anticipación a la realización de la reunión mensual.
 
ARTÍCULO 13.-  Suspéndese,  en lo  pertinente y  durante la  vigencia de la
presente ley, la aplicación de toda otra disposición que se oponga a la misma.
 
ARTÍCULO 14.-  El  Poder  Ejecutivo,  a  través  del  Ministerio  de  Economía
tomará los recaudos presupuestarios necesarios para el cumplimiento de lo
dispuesto  en  la  presente  ley,  pudiendo  realizar  las  modificaciones
presupuestarias necesarias en los créditos de "Rentas Generales del Tesoro
Provincial", como asimismo de aquellas "Cuentas Especiales originadas con
motivo de la actividad de seguridad".
 
ARTÍCULO 15.- La presente ley entrará en vigencia a partir del día siguiente a
su publicación en el Boletín Oficial.
 
ARTÍCULO 16.- Comuniquese al Poder Ejecutivo.
DADA EN LA SALA DE SESIONES DE LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA
DE SANTA FE, A LOS UN DIAS DEL MES DE NOVIEMBRE DEL AÑO DOS
MIL DOCE.
Firmado:   Luis Daniel Rubeo – Presidente Cámara de Diputados
Jorge Henn – Presidente Cámara de Senadores
Jorge Raúl Hurani – Secretario Cámara de Diputados



Ricardo H. Paulichenco – Secretario Legislativo Cámara de Senadores
 

DECRETO Nº 3973
  SANTA FE, “Cuna de la Constitución Nacional”, 26-DIC-2012

 
 
V I S T O :
                                 Que por Decreto Nº 3445 de fecha 21 de noviembre de
2012 el Poder Ejecutivo devolvió vetada parcialmente a la H. Legislatura de la
Provincia la Ley sancionada en fecha 1º de noviembre de 2012, recibida en el
Poder Ejecutivo el día 5 de noviembre del mismo año y registrada bajo el Nº
13.297; y,
 
CONSIDERANDO:
 
                                 Que la Ley sancionada y registrada bajo el Nº 13.297 d
ispone la declaración de la “Emergencia en materia de Seguridad Pública” en
todo el territorio de la Provincia de Santa Fe por el término de dieciocho (18)
meses, pudiendo prorrogarse la misma por igual período por una norma de
idéntico  rango,  estableciendo  las  acciones  que  deberán  llevar  adelante
distintos órganos del Poder Ejecutivo;
                                 Que el Decreto Nº 3445/12 vetó parcialmente los
Artículos: 1°, los incisos a), c), d), k), l), m), n), r), s), t), u) y v) del Artículo 2º
y los Artículos 3°, 4º, 5°, 6°, 7°, 9°, 10°, 11°, 12° y 14° del proyecto de ley
sancionado por la H. Legislatura de la Provincia en fecha 1° de noviembre de
2012, recibido en el Poder Ejecutivo el día 6 del mismo mes y año y registrado
bajo el Nº 13.297.
                                 Que se propusieron textos sustitutivos para los Artículos
1°, los incisos a), c), d), k), l), m), n), r), s), t), u) y v) del Artículo 2º y los
Artículos 3°, 7°, 9°, 10°, 11°, 12° y 14°, como asimismo sustituye el segundo
párrafo del artículo 15° de la Ley N° 3.650 (t.o. Decreto N° 2349/97),
                                 Que la H. Legislatura comunicó, por Nota de la Cámara
de Diputados Nº  19.563 de fecha 20 de diciembre de 2012, su decisión de
aceptar el veto interpuesto y las enmiendas propuestas;
POR ELLO,
 

EL GOBERNADOR DE LA PROVINCIA
D E C R E T A :



 
ARTICULO 1.-  Dispónese  la  promulgación  de  la  Ley  Nº  13.297  con  las
enmiendas propuestas por los Artículos 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8 y 9 del Decreto Nº
Nº 3445 de fecha 21 de noviembre de 2012, para los los incisos a), c), d), k),
l), m), n), r), s), t), u) y v) del Artículo 2º y los Artículos 3°, 7°, 9°, 10°, 11°, 12°
y 14° de dicha Ley, y el segundo párrafo del artículo 15° de la Ley N° 3.650
(t.o. Decreto N° 2349/97), cuyos textos fueran aprobados por la H. Legislatura
según Nota Nº 19.563/12 de la H. Cámara de Diputados y que textualmente se
transcriben:
“Artículo 1º.- Declárase la "Emergencia en materia de Seguridad Pública" en
todo el territorio de la Provincia de Santa Fe por el término de 18 (dieciocho)
meses, con la finalidad primordial de lograr y garantizar la protección integral
de la vida y los bienes de las personas. La prórroga de la vigencia de esta ley
podrá fijarse por idéntico periodo debiendo ser la misma establecida por una
norma análoga a la presente o por decisión del Poder Ejecutivo para lo que se
tendrá  en  consideración  un  análisis  exhaustivo  y  pormenorizado  de  la
situación en tal materia, a saber:
a)        Los aspectos organizativos, funcionales y operativos del Sistema de
Seguridad Pública de la  Provincia y  sus componentes,  en el  marco de la
legislación vigente;
b)         El  desarrollo  y  la  implementación de programas de asistencia
individual, familiar y social tendientes a atacar las causas de la delincuencia y
la  violencia  en  todas  sus  modalidades,  haciendo especial  hincapié  en  los
sectores más vulnerables de la comunidad;
c)        La implementación de Programas de Vinculación y Coordinación
Institucional  con  los  Municipios  y  Comunas,  con  organismos  estatales
descentralizados y autárquicos, en relación a sus competencias propias y que
influyen en el fortalecimiento de la seguridad pública;
d)        El desarrollo de estrategias y canales de participación comunitaria, a
través de tareas coordinadas con las organizaciones de la sociedad civil;
e)        La realización y sostenimiento de la protección integral y efectiva para
los niños, niñas y adolescentes sin desatender el sostenimiento de la sociedad
en su conjunto como potencial victima de la inseguridad.
En el marco de la emergencia declarada, el Poder Ejecutivo, en forma gradual
y ordenada y sin afectar derechos reconocidos en la legislación vigente, se
encuentra  autorizado  para  reajustar  los  recursos  y  disponer  todo  lo
conducente para reestructurar los mismos con el  objetivo de organizar la
Policía de la Provincia en unidades territoriales más pequeñas, constituir un
Cuerpo  Táctico  Unificado  y  una  Dirección  General  de  Investigaciones  de
carácter Provincial, instaurar responsables distritales de seguridad, fomentar



la participación ciudadana en la selección de las autoridades, incrementar la
injerencia de los gobiernos locales y tomar todas las medidas administrativas
necesarias para que las áreas de Personal, de Logística y de Gestión de los
Sumarios Administrativos pasen a depender directamente del Ministerio de
Seguridad”
 
 “Artículo 2.- Autorízase al Poder Ejecutivo para que, a través del Ministerio
de Seguridad y/o de la jurisdicción que estime pertinente, lleve adelante las
siguientes acciones:”
“Inc. a).-     Reestructurar el esquema vigente de los Suplementos Salariales
para atender situaciones excepcionales o de riesgo especial.”
“Inc. c).-     Ampliar el número de cargos de la planta de personal permanente
de la Policía de la Provincia de Santa Fe del Ministerio de Seguridad, en la
cantidad total de cuatro mil (4.000) efectivos, los cuales una vez adquirida la
capacitación  y  formación  pertinente,  cumplirán  funciones  preventivas  en
Comisarías  y  lugares  públicos,  debiendo  implementarse  los  mecanismos
financieros necesarios en el Presupuesto vigente.
Asimismo,  podrá  dictar  las  medidas  administrativas  tendientes  a  la
elaboración de cursos especiales para la incorporación de personal a la Policía
de Seguridad Vial y de la Guardia Rural, quedando el personal así incorporado
en comisión de servicio hasta tanto culminen los cursos que establecen las
Leyes Nros. 12.521 y 12.233.
Aquellos agentes que residieren en localidades que no tuvieren cubiertas las
necesidades mínimas del servicio, podrán ser destinados a estas. Este criterio
se mantendrá hasta tanto se de cobertura a las referidas necesidades del
servicio.”
“Inc.  d).-      Dictar  aquellas  medidas  administrativas  tendientes  a  la
elaboración de programas de abordaje de la situación edilicia de los inmuebles
destinados a dependencias de las fuerzas de seguridad.”
“Inc.  k).-      Adquisición de equipamiento para la detección de drogas o
sustancias  peligrosas  y  materiales  especiales  con  destinos  a  la  Dirección
General de Prevención y Control de Adicciones y la Brigada de Explosivos
Provincial.”
“Inc. l)         Brindar asistencia al personal policial en materia de soluciones
habitacionales  y  constituir  un  equipo  multidisciplinario  de  contención  y
asistencia  al  personal  policial  víctima  de  accidentes  o  hechos  violentos
vinculados al servicio, como así también a su familia.”
“Inc. m)       Implementar Programas de Incentivo en Becas y Cursos para el
personal dependiente de la Dirección General de Prevención y Control de
Adicciones,  Tropas  de  Operaciones  Especiales,  Dirección  Provincial  de



Asuntos Internos Policiales y de la Dirección Especial de Prevención y Sanción
del Delito de Trata de Personas.”
“Inc. n)        Adquisición de equipos y sistemas informáticos destinados a la
Dirección  General  de  Prevención  y  Control  de  Adicciones,  Tropas  de
Operaciones Especiales, Dirección Provincial de Asuntos Internos Policiales, la
Dirección Especial de Prevención y Sanción del Delito de Trata de Personas y
Departamentos que integran la Plana Mayor.”;
“Inc. r)        Promover la adecuación de aquellas disposiciones vigentes a fin
de  facilitar  la  participación  de  organizaciones  sociales  en  la  política  de
seguridad y celebrar convenios, acuerdos o llevar adelante acciones conjuntas
con Municipios y Comunas a través de las cuales se otorgue a éstos mayor
injerencia en tareas de colaboración en materia de seguridad pública en sus
territorios, especialmente en lo referido a cuestiones operativo-preventivas y
al establecimiento de controles cruzados.”;
“Inc. s)        Fomentar la constitución de Consejos Locales de Seguridad en
cada Municipio o Comuna donde exista una dependencia fija de seguridad,
que estará integrada por organizaciones representativas de la comunidad,
tales como entidades de asistencia social, educativas, culturales, deportivas,
profesionales,  gremiales,  mutuales  y  cooperativas,  comercios  e  industrias,
instituciones religiosas y demás entidades, cuya función será la de proponer
acciones preventivas respecto a la seguridad. El Poder Ejecutivo a través del
Ministerio de Seguridad generará a esos fines un programa de capacitación
en materia de seguridad pública y prevención ciudadana en el territorio a
partir de las tareas de colaboración que en esta temática puedan desarrollarse
desde el ente territorial local”;
“Inc. t)         Analizar y en su caso reformular el sistema de trámites por
carpetas  médicas  y  licencias  de  larga  duración  del  personal  policial,
propendiendo a que las mismas sean resueltas por la Dirección de Higiene y
Salud del Trabajador dependiente del Ministerio de Salud de la Provincia o
por aquel organismo o entidad con quien ésta celebre convenio, la que actuará
bajo su dirección y supervisión.”
“Inc. u) Disponer la urgente comunicación a las autoridades judiciales que
correspondan  en  los  casos  que,  durante  la  tramitación  de  un  sumario
administrativo, personal policial o penitenciario pudiera resultar involucrado
en un delito.”
“Inc. v)        Reestructurar órganos y adoptar todas aquellas medidas que
permitan  iniciar  de  oficio  investigaciones  administrativas  referidas  a
incrementos patrimoniales sustantivos del personal policial que no guarden
proporción con sus respectivos ingresos. El incremento patrimonial sustantivo
determinado  según  los  términos  de  la  Ley  N°  12.238  será  considerado
infracción  administrativa  autónoma  y  sancionada  como  falta  grave,  con



independencia de la suerte que pudiere correr el eventual proceso penal.”
 
“Artículo 3º.- El Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Justicia y Derechos
Humanos  y/o  la  jurisdicción  que  estime  pertinente,  articulará  la
implementación  de  un  sistema  de  trámites  no  penales  que  pueda  ser
efectivizado desde otras  dependencias  estatales  comunales,  municipales  o
provinciales  diferentes  a  las  policiales.  Dicho  sistema  se  aplicará
progresivamente a fin de que en su  implementación no se vean dificultados o
desconocidos servicios que hoy se prestan de manera habitual a la ciudadanía.
A tales fines, el Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio de Justicia y
Derechos Humanos, podrá celebrar convenios con gobiernos locales para la
más pronta y oportuna atención en dicho sistema.
En la reglamentación correspondiente, el Poder Ejecutivo, por conducto del
Ministerio de Justicia y  Derechos Humanos y/o la  jurisdicción que estime
pertinente, indicará cuáles son los trámites alcanzados por este sistema y cuál
es el contenido de los mismos.
El  mismo  sistema  de  recepción  de  denuncias  podrá  contemplar  la
implementación  de  un  Buzón  Comunitario  donde  los  ciudadanos  podrán
depositar denuncias de hechos o situaciones que ellos consideren importantes
en relación a venta de estupefacientes y trata de personas, respetando los
criterios que, al efecto, diseñe el Poder Ejecutivo a propuesta del Ministerio
de Seguridad.”
“Artículo 7°.- Las adquisiciones que se efectuaren destinadas al equipamiento
de la Policía de la Provincia y su personal, deberán enmarcarse dentro de un
plan de reequipamiento plurianual que deberá ser elaborado por el Ministerio
de Seguridad en un plazo máximo de noventa (90) días a partir de la fecha de
publicación de la presente ley teniendo en consideración los lineamientos
trazados en el Plan Estratégico Provincial.”
“Artículo 10°.- Sin perjuicio de lo dispuesto por el articulo 8°, establécese que
podrán aplicarse los siguientes procedimientos cuando los valores no superen
los que se enuncian a continuación:
a) Compra directa hasta $ 50.000 (cincuenta mil).
b) Concurso de Precios hasta $150.000 (ciento cincuenta mil).
Ampliase  hasta  la  suma  de  $30.000  (treinta  mil)  el  monto  al  que  están
autorizados a invertir los jefes de las reparticiones policiales y penitenciarias
por intermedio de sus respectivas habilitaciones para los casos de partidas
mensuales destinadas al desarrollo de sus actividades; manteniéndose como
tope máximo de $5.000 (cinco mil) los Gastos de Funcionamiento.
A los topes consignados en el presente articulo y, hasta tanto no se opere la
puesta  en  funcionamiento  del  Subsistema de  Administración  de  Bienes  y



Servicios contemplados en el Titulo III la ley N° 12.510, continuarán rigiendo
en materia de contrataciones de las disposiciones del Titulo III, Artículo 106°,
ss. y cc. del Decreto ley N° 1751/56 y sus respectivas modificatorias.
A los procedimientos de selección del co–contratante que se realicen para las
adquisiciones relacionadas a la implementación del  Código Procesal  Penal
aprobado por Ley Nº 12.734 le serán aplicables los valores previstos en los
incisos  “a”  y  “b”  del  presente  Artículo.  Asimismo,  será  aplicable  a  estas
adquisiciones lo previsto en el Artículo 8º de la presente Ley.”
 
“Artículo 11°.- Facultar al Poder Ejecutivo a elaborar un programa de cobros
de las deudas existentes con motivo de las prestaciones a las que alude la Ley
N° 6.356 en el plazo más breve posible.
El mismo no alcanzará el pago de los servicios adicionales prestados por los
agentes policiales, los que deberán realizarse en lo sucesivo en el marco de la
legislación vigente.”
 
“Artículo  12°.-  Créase  en  el  ámbito  del  Poder  Legislativo  la  Comisión
Bicameral de Seguimiento de Seguridad Pública – Ley N° 13.297, integrada
por  la  actuales  Comisiones  de  Seguridad  Pública  de  cada  Cámara.  El
Ministerio de Seguridad informará trimestralmente a la misma las medidas
adoptadas.”
 
“Artículo  14°.-  El  Poder  Ejecutivo,  a  través  del  Ministerio  de  Economía,
tomará los recaudos presupuestarios necesarios para el cumplimiento de lo
dispuesto  en  la  presente  ley,  pudiendo  realizar  las  modificaciones
presupuestarias necesarias en los créditos de ¨Rentas Generales del Tesoro
Provincial¨, como asimismo de aquellas “Cuentas Especiales originadas con
motivo de la actividad de seguridad”.
Constitúyase  un  “Fondo  para  la  Asistencia  a  la  Seguridad  Pública  y
Prevención Ciudadana – Ley 13.297”, el que estará constituido por el diez por
ciento (10%) de lo recaudado conforme lo establecido en el Título III, Libro
Segundo, del Código Fiscal.
 
Ley N° 3.650 (t.o. Decreto N° 2349/97)
artículo 15° …segundo párrafo:
“El Impuesto de Sellos establecido en el Título III, Libro Segundo del Código
Fiscal, se hará efectivo de acuerdo con las cuotas que se fijan en los artículos
siguientes. Salvo los casos expresamente previstos en la Ley, los importes en
dinero y cuotas fijas se enuncian en Módulos Tributarios (MT) a cuyo efecto su



valor unitario se establece en Pesos Diez Centavos ($0,10.-).”
                  
ARTICULO 2.-       Regístrese, comuníquese, publíquese conjuntamente con
la Ley  ________________ N° 13.297 y el Decreto N° 3445 y archívese.-
Firmado:     Antonio Juan Bonfatti
                  Rubén Darío Galassi
 

DECRETO N° 3445
SANTA FE, “Cuna de la Constitución Nacional”, 21 NOV 2012

 
V I S T O:
 
El proyecto de Ley sancionado por la H. Legislatura en fecha 1° de noviembre
de 2012, recibido en el  Poder Ejecutivo el  día 6 del  mismo mes y año y
registrado bajo el Nº 13.297; y,
 
CONSIDERANDO:
 
Que el proyecto de ley sancionado y registrado bajo el Nº 13.297 dispone la
declaración de la “Emergencia en materia de Seguridad Pública” en todo el
territorio de la Provincia de Santa Fe por el término de dieciocho (18) meses,
pudiendo prorrogarse la misma por igual período por una norma de idéntico
rango,  estableciendo  las  acciones  que  deberán  llevar  adelante  distintos
órganos del Poder Ejecutivo;
 
Que los mandatos contenidos en dicha ley constituyen órdenes a otros Poderes
del Estado y órganos constitucionales que, si bien en algunos casos podrían
implicar sólo el instamiento al cumplimiento de determinadas funciones, en
otros importan verdaderas intromisiones en competencias constitucionales de
los mismos, los cuales deben mantenerse alejados de la injerencia de otros
poderes;
 
Que el ámbito dentro del cual el Poder Legislativo puede ejercer potestades
implícitas  con  referencia  a  atribuciones  del  Poder  Ejecutivo  (Artículo  55,
Constitución Provincial), sólo es concebible respecto a facultades que, si bien
son por su naturaleza propias de este último Poder, no aparecen atribuidas al
mismo en forma expresa o por necesaria implicancia de éstas; pues de lo
contrario el principio de separación de poderes resultaría subvertido;



 
Que  si  bien  el  Poder  Legislativo  tiene  la  potestad  de  dictar  leyes  de
organización de la Administración Pública y el Estatuto del Empleado Público
con las garantías establecidas en el Artículo 55 inciso 23 de la Constitución
Provincial,  -especialmente en todo lo que pueda afectar derechos-, ello no
puede hacerse privando al Poder Ejecutivo del ejercicio de las facultades que
le son propias como Jefe Superior de la Administración Pública (Articulo 72º,
inciso 1, Constitución Provincial) o negando las facultades que tiene éste para
dictar reglamentos relacionados con la organización administrativa (Artículo
72, inciso 4) -lo cual  resulta indispensable para la implementación de las
políticas  públicas  tendentes  a  la  efectiva  realización  de  los  cometidos
constitucionales-,  o  bien  asumiendo  tales  atribuciones  y  sustituyendo  la
substancia misma de la propia labor del Órgano Ejecutivo;
 
Que  el  Poder  Legislativo  tampoco  puede,  más  allá  de  sus  facultades  en
materia de organización y procedimientos judiciales, pretender injerencia en
los cometidos constitucionales del Poder Judicial o en las tareas propias del
Tribunal de Cuentas de la Provincia, estableciendo pautas de cómo efectuar
sus tareas o el modo de dictar sus resoluciones e incluso el contenido de las
mismas;
Que al respecto la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha repudiado la
doctrina  de  la  “omnipotencia  legislativa”  que  pretende  fundarse  en  una
presunta voluntad de la mayoría del pueblo, la que “es insostenible dentro de
un sistema de gobierno cuya esencia es la limitación de los poderes de los
distintos órganos y la supremacía de la Constitución, que es la única voluntad
popular expresada en dicha forma” (Fallos 137:47);
 
Que del  análisis  en particular se advierte que el  inciso f)  del  Articulo 1º
introduce como pauta a analizar y considerar para una eventual prórroga de la
emergencia que se declara, la creación e implementación en los Juzgados
Comunitarios  y  Oficinas  del  Registro  Civil  de  centros  de  recepción  de
denuncias de todo tipo que no involucren delitos penales;
 
Que dicha disposición debe ser observada teniendo en consideración que la
redacción alternativa que se propone en el cuerpo del presente para el art. 3º
del proyecto de ley –la cual se desarrollará infra-, si bien mantiene el espíritu
del legislador orientado a descongestionar el trabajo policial, liberándolo de
aquellas  tareas  burocrático-administrativas  que pueden ser  realizadas  por
otras dependencias a fin de facilitar la concentración de las fuerzas policiales
en tareas específicamente de seguridad y/o investigativas, prevé la progresiva



implementación  de  un  sistema  de  trámites  no  penales  que  pueda  ser
efectivizado desde otras  dependencias  estatales  comunales,  municipales  o
provinciales  diferentes  a  las  policiales,  abordándose  en  consecuencia  la
descongestión de la labor policial  no sólo a partir de la tarea que en tal
sentido  puedan  desarrollar  los  Juzgados  Comunitarios  o  las  Oficinas  del
Registro Civil, todo lo cual torna inconveniente analizar la posible extensión
de la emergencia en materia de seguridad a la luz de la pauta propuesta en el
proyecto bajo el inc. f);
 
Que, asimismo, se considera oportuno y conveniente que, en el marco de la
emergencia  declarada,  esa  Honorable  Legislatura  autorice  a  este  Poder
Ejecutivo para que, en forma gradual, reestructure sus recursos y disponga lo
necesario para organizar a la Policía de la Provincia de Santa Fe en unidades
territoriales más pequeñas, pudiendo crear órganos especializados, instaurar
responsables por distritos de seguridad, fomentar la participación ciudadana
en la selección de las autoridades policiales, propiciar la injerencia de los
gobiernos locales y disponer que determinadas áreas administrativas de la
Policía Provincial dependan en forma directa del Ministerio de Seguridad;
 
Que en relación a la norma contenida en el inciso a) del Artículo 2º debe
indicarse que no resulta constitucionalmente razonable que la  Legislatura
pretenda asignar a una autoridad ministerial competencias que corresponden
al  Titular  del  Poder  Ejecutivo,  pues  la  circunstancia  de  tratarse  de  la
incorporación de conceptos integrantes de la remuneración de los agentes
policiales  determina  que  la  competencia  resulte  propia  del  Jefe  de  la
Administración Pública, máxime cuando el motivo determinante del cobro del
adicional -tarea en la vía pública- forma parte de la tarea específica de un
funcionario de seguridad; siendo por tanto un contrasentido reconocer el pago
de un suplemento por la labor normal de dicho agente;
 
Que, sin perjuicio de ello, se estima pertinente proponer se autorice a este
Poder  Ejecutivo  a  reestructurar  el  esquema  de  suplementos  salariales
vigentes sobre la base de contemplar determinadas situaciones o riesgos que,
por su propia naturaleza, excedan los cánones ordinarios a los que pudieren
verse sometidos los agentes policiales en el desempeño de su labor diaria y
específica;
 
Que en relación a lo dispuesto en el inciso c) del Artículo 2º respecto de la
incorporación de nuevo personal  en el  Escalafón General  -  Sub-Escalafón
Seguridad, amén de lo valioso que significa la autorización, debe señalarse



que ésta no se encuentra acompañada de las  previsiones presupuestarias
necesarias de fondos o recursos específicos;
 
Que en ella tampoco aparecen resueltas las problemáticas que se podrían
generar en razón de la marginación del sistema vigente, es decir, el que exige
la cumplimentación de aprobación de determinados cursos de conformidad a
la Ley Nº 12.333, ni aparece adecuadamente resuelta la cuestión atinente a
las personas que se encuentran en la actualidad cursando las carreras que
dicta el Instituto de Seguridad Pública Provincial (IS.E.P.) en el marco de la
citada normativa, ni tampoco se encuentra fundada la proposición del 85/15%
que se introduce;
 
Que, por esas razones, se entiende oportuno proponer como alternativa una
nueva  redacción  de  este  inciso  que  contemple  no  sólo  el  respectivo
financiamiento de los cargos creados, sino también la potestad de dictar todas
las medidas necesarias para la elaboración de nuevos cursos especiales para
el ingreso a distintas dependencias de la Policía Provincial, como lo son la
Guardia Rural y la Policía de Seguridad Vial, y la asignación de destinos en
función de pautas tales como el lugar de residencia de cada efectivo policial,
criterio este que se estima conveniente postular hasta alcanzar la cobertura
de las necesidades mínimas del servicio en cada localidad de la Provincia;
 
Que respecto del inciso d), segundo párrafo, del Artículo 2º, debe señalarse
que éste no sólo no prevé la autorización de recursos específicos, sino también
que sus disposiciones resultan muy genéricas, debiéndose en todo caso hacer
primero el relevamiento y luego la declaración de utilidad pública, la cual, por
su  parte,  presenta  serias  deficiencias,  motivo  por  el  cual  se  considera
acertado proponer se autorice a este Poder Ejecutivo a adoptar todas las
medidas necesarias tendientes a la elaboración de programas específicos que
aborden  la  situación  edilicia  de  todos  los  inmuebles  donde  funcionen
dependencias de las fuerzas de seguridad;
 
Que en lo atinente al inciso k) del Artículo 2º corresponde destacar que la
habilitación otorgada por la Legislatura no debe limitarse a la adquisición de
cierta  cantidad  de  scanners,  sino  por  el  contrario  debe  detentar  mayor
amplitud, debiendo ser este Poder Ejecutivo el órgano que determine, sobre la
base de las necesidades a satisfacer, el equipamiento a adquirir a los fines de
continuar optimizando la labor de esas fuerzas y así tornar más eficiente y
eficaz la prestación del servicio;
 



Que  lo  establecido  en  el  inciso  l)  de  este  mismo  Articulo  2º  aparece
ciertamente confuso, pues a la fecha existen fondos afectados de acuerdo a la
Ley de Presupuesto vigente en consonancia con los regímenes jurídicos en
vigor en materia de vivienda, accidentes de trabajo y previsión (Leyes Nros.
6769, 24028, 24.557, 12.521 y 11.530, y Decreto 1136/02, entre otros) que
son  atendidos  por  este  Poder  Ejecutivo  a  través  de  las  jurisdicciones  y
organismos competentes en razón de la materia, resultando, sin embargo,
oportuno y conveniente proponer, a los fines de continuar garantizando los
derechos  esenciales  de  los  agentes  de  las  fuerzas  policiales,  se  brinde
asistencia a los mismos en materia de soluciones habitacionales y se cree un
cuerpo multidisciplinario para contención del personal policial accidentado o
partícipe de hechos violentos en servicio, como así también a sus familiares;
 
Que en relación a lo dispuesto en los incisos m) y n) del Artículo 2º se advierte
la conveniencia de incorporar dentro de las dependencias mencionadas en
estos preceptos a la Dirección Especial de Prevención y Sanción del Delito de
Trata de Personas, como asimismo proceder a sustituir la denominación de la
ex  Dirección  de  Drogas  Peligrosas  por  la  que  ostenta  en  la  actualidad
-“Dirección General de Prevención y Control de Adicciones”-;
 
Que sin perjuicio de entender que el inciso t) del Artículo 2º afecta la esfera
de  competencias  propias  y  específicas  del  Poder  Ejecutivo  al  ordenar  la
modificación de la organización y funcionamiento de reparticiones integrantes
del  mismo,  asignando  a  la  Dirección  de  Higiene  y  Salud  del  Trabajador
facultades  inherentes  a  dependencias  de  la  fuerza  policial,  igualmente
estimamos conveniente que este Poder Ejecutivo lleve adelante un análisis
para, en su caso, proceder a reformular el sistema de carpetas médicas y
licencias de larga de duración con el objeto de profundizar su control y lograr
mayor transparencia y equidad en el mismo.-
 
Que en lo atinente a la disposición plasmada en el inciso r) del Artículo 2º,
mediante  la  cual  se  habilita  a  este  Poder  Ejecutivo  a  promover  la
flexibilización del ordenamiento jurídico vigente con el objeto de facilitar la
participación de organizaciones sociales existentes en la política de seguridad,
merece destacarse que también resulta  conveniente  fomentar  la  tarea de
colaboración de los gobiernos locales en materia de seguridad pública en sus
respectivos territorios a través de la acción conjunta entre ambos niveles de
gobierno y/o mediante la suscripción de convenios y/o acuerdos que refieran a
cuestiones operativas, preventivas y controles cruzados;
 



Que, en atención a ello,  se propone entonces reformular la redacción del
aludido inciso r) en el modo que exprese la mayor injerencia de los entes
territoriales menores en tareas de colaboración en dicha materia;
 
Que respecto del  inciso s)  del  Artículo 2º  de la  ley,  mediante el  cual  se
pretende  fomentar  la  constitución  de  Juntas  Locales  Consultivas  para  la
Seguridad Pública, integradas por distintas organizaciones representativas y
con el objeto de proponer acciones preventivas respecto a la seguridad, cabe
señalar que esos espacios de participación y consenso deben ser precedidos y
guiados por la elaboración de un programa o plan de capacitación en materia
de seguridad pública y  prevención ciudadana en el  territorio  que precise
aquellas tareas de colaboración que puedan desarrollar tales entes menores,
por lo cual se aconseja la incorporación de un párrafo que materialice esta
autorización al Poder Ejecutivo;
 
Que en relación al inciso u) del Artículo 2º cabe señalar que su contenido
omite distinguir de manera adecuada entre: (i) actuaciones relacionadas con
conductas investigadas o calificadas como ilícitos penales y (ii) actuaciones
relacionadas  con  conductas  calificadas  como  infracciones  administrativas
autónomas y que, si bien con respecto a la primera situación podría cobrar
alguna razonabilidad, no así con la segunda pues se trata de supuestos en que
la  actuación  concluye  en  el  ámbito  del  Poder  Ejecutivo,  único  órgano
constitucionalmente habilitado para disponer la designación y cesación de los
integrantes de la Administración Pública Provincial;
 
Que, en consecuencia y sin perjuicio de lo expuesto, se sugiere una redacción
alternativa que contemple la comunicación urgente al Poder Judicial de sólo
aquellos casos en que, durante la sustanciación de un sumario administrativo,
pudiere  sospecharse  que  personal  de  las  fuerzas  de  seguridad  podrían
encontrarse involucrados en la comisión de ilícitos penales;
 
Que el dispositivo normativo previsto por el inciso v) del mencionado Artículo
2º resulta irrazonable porque aparece incorporando supuestos de autoridades
que  no  integran  los  escalafones  policiales,  pues  alude  a  los  cargos  de
Directores  y  Sub-Directores  Provinciales  que,  en  principio,  integrarían  el
Personal de Gabinete del Poder Ejecutivo, y porque tratándose de sumarios
administrativos el apartamiento se encuentra ya contemplado en el régimen
jurídico vigente que dispone la disponibilidad del personal al que se le abre
sumario administrativo (vgr. art. 90 inciso c de la Ley Nº 12.521 y 135 del
R.S.A.), siendo además esa disposición del apartamiento -en los supuestos de



la Ley 12.238 en el estadío de investigación y antes del requerimiento de
justificación  de  incremento  en  los  términos  del  Artículo  4º  de  esa  Ley-,
constitucionalmente reprochable por afectar la presunción de inocencia;
 
Que,  concretamente,  dicho  precepto  colisionaría  con  el  bloque  de
constitucionalidad  local  y  federal  al  avasallar  la  expresa  garantía
constitucional del debido proceso legal -sustantivo y adjetivo-, invirtiendo el
principio de inocencia o de presunción de inocencia (Artículos 6º y 9º de la
Constitución Provincial  y Artículos 18º y 75º inciso 22 de la Constitución
Nacional) del que goza todo ciudadano, generando a su vez respecto de los
agentes  policiales  una  verdadera  situación  de  discriminación  o  injusta
persecución en contraposición con lo normado por el Artículo 8º de la Carta
Provincial y Artículo 16º de la Constitución Nacional;
 
Que  la  plena  vigencia  y  operatividad  de  la  garantía  del  debido  proceso
constituye un principio constitucional de obligatorio acatamiento y que supone
resguardar, aunque mínimamente, el cumplimiento de los derechos a ser oído,
a ofrecer y producir prueba y a una decisión fundada (Fallos 125:10; 127:36;
189:34);
 
Que  por  su  parte  dicha  norma desnaturaliza  además  todo  el  sistema de
protección de derechos individuales que consagra tanto nuestra Constitución
Provincial como Nacional y los Tratados Internacionales incorporados a ella a
la luz del Artículo 75º inciso 22º, infringiendo manifiestamente la doctrina
emanada de la Corte Interamericana de Derechos Humanos que declaró que
las  garantías  de  los  Artículos  8º  y  25º  de  la  Convención  Americana  de
Derechos  Humanos  no  son  exclusivamente  imperativas  para  los  procesos
penales  y,  por  el  contrario,  son  plenamente  aplicables  a  cualquier
procedimiento,  incluido  así  el  procedimiento  administrativo  sancionador,
siendo su finalidad permitir el ejercicio pleno del derecho de defensa de las
personas "...ante cualquier tipo de actos del Estado que pueda afectarlos",
ampliando así el marco de tutela individual al condicionar la juridicidad de las
sanciones administrativas al respeto inexcusable del derecho de defensa y del
debido proceso legal (C.I.D.H., "Baena Ricardo y Otros" -270 Trabajadores vs.
Panamá-, con fecha 2 de febrero de 2001);
Que en la observancia de esos concretos principios se juega el resguardo de la
tutela judicial efectiva y de la tutela administrativa efectiva que supone la
posibilidad de ocurrir ante los Tribunales de Justicia y ante las autoridades
administrativas competentes, respectivamente, y obtener de ellos sentencia o
decisión útil relativa a los derechos de los particulares (Fallos 310:276 y 937;
311:208) y que requiere, por sobre todas las cosas, que no se prive a nadie



arbitrariamente  de  la  adecuada  y  oportuna  tutela  de  los  derechos  que
pudieren  eventualmente  asistirle  sino  por  medio  de  un  proceso  o
procedimiento, conducido en legal forma y que concluya con el dictado de una
sentencia o decisión fundada (Fallos 310:1819 y Fallo de la C.S.J.N. de fecha
14 de octubre de 2004, en autos “A.937.XXXVI. “Astorga Bracht, Sergio y otro
c/ COMFER c. Dcto. 310/98 s/ amparo - Ley 16.986” y comentario de Canosa,
Armando N., “Alcances de la denominada tutela administrativa efectiva” en
R.A.P., Nro. 323, pág. 75);
 
Que, por esas sostenidas razones, resulta acertado proponer a esa Legislatura
una nueva redacción de dicho inciso que resulta acorde al texto constitucional
y  que  contemple  la  facultad  de  reestructurar  órganos  y  de  adoptar  las
medidas  pertinentes  para  iniciar  investigaciones  administrativas  de  oficio
referidas  a  incrementos  patrimoniales  injustificados  del  personal  policial,
constituyendo la resolución administrativa conforme a la Ley N° 12.238 una
falta administrativa autónoma no ligada a la suerte de un eventual proceso
judicial;
 
Que, con respecto al Artículo 3º de la ley, cabe destacar que la recepción de
denuncias de todo tipo, salvo las "no penales", en el ámbito del Registro Civil,
implica  la  realización  de  una  actividad  para  la  cual  el  organismo  no  se
encuentra destinado. A ello, cabe agregar que a los ciudadanos no se les
puede exigir que distingan lo que es delito de aquellos hechos que no lo son, o
lo que es lo mismo, que conozcan si un hecho se encuentra o no tipificado en
el Código Penal como delito;
 
Que, por otra parte, las acciones de promoción para la denuncia de delitos han
sido desarrolladas en el ámbito de la Secretaría de Seguridad Comunitaria
dependiente  del  Ministerio  de  Seguridad,  en  donde se  ha  desplegado un
Programa denominado “Buzones de la Vida”, mecanismo éste que tiene como
fin  que  los  vecinos  puedan  poner  en  conocimiento  de  manera  anónima
eventuales puntos de venta de drogas y trata de personas;
 
Que no puede dejar de destacarse que el espíritu de la norma comentada
apunta a descongestionar el trabajo policial, liberándolo de aquellas tareas
burocrático-administrativas que pueden ser realizadas por otras dependencias
a fin de facilitar la concentración en tareas específicamente de seguridad y/o
investigativas;
 
Que, en tal sentido, debe indicarse que no son los Registros Civiles y los



Juzgados Comunitarios las únicas reparticiones con capacidad para realizar
esta clase de tareas,  pues existen innumerables organismos estatales con
capacidad para la recepción de este tipo de trámites que, incluso, podrían
tener una inserción territorial más profunda que el Registro Civil. En concreto,
no caben dudas que los gobiernos locales pueden proveer una estructura a
estos fines que vendría a sumarse a la de los Registros Civiles y los Juzgados
Comunitarios. Y aún más, nadie duda que para algunos de estos trámites,
dichas reparticiones dependientes de Municipios o Comunas, se encuentran
en  una  posición  mucho  más  autorizada.  Piénsese,  por  ejemplo,  en  los
certificados de vecindad o los certificados de supervivencia en los que los
funcionarios de los entes territoriales locales gozan en muchos casos de un
conocimiento  mucho  más  cercano  del  ciudadano,  como  así  también  de
información acerca de los mismos que le permitiría en diversos supuestos
actuar con mayor certeza y celeridad al despachar determinados trámites de
índole administrativa;
 
Que, por lo expuesto, este Poder Ejecutivo propicia profundizar el sentido
positivo de la norma, postulando una apertura de estas tareas a todo un
amplio  arco  de  instituciones  con  atención  cotidiana  e  inmediata  a  los
ciudadanos;
 
Que para el logro de tales objetivos, se considera conveniente que este Poder
Ejecutivo, a través del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos o de la
jurisdicción que estime al efecto, realice los correspondientes convenios con
las entidades que crea pertinente -además de lo que se disponga en relación al
Registro Civil y los Juzgados Comunitarios- a los fines de un mejor abordaje de
este punto;
 
Que,  por  lo  demás,  dicha  implementación  necesariamente  deberá  ser
progresiva  atento  a  que  existe  una  inveterada  costumbre  de  recurrir  a
dependencias policiales para atender este tipo de trámites, y un corte abrupto
de este servicio podría implicar un retaceo que incide en los derechos de la
ciudadanía.  En  el  mismo sentido,  en  las  otras  reparticiones  en  que  este
servicio comience a prestarse deben predisponerse de los recursos humanos y
materiales, así  como de los protocolos de trabajo, para su aplicación. Por
dicho  motivo  resulta  procedente  comenzar  un  proceso  de  migración
progresiva de la atención de dichos trámites desde las comisarías hacia las
otras dependencias;
 
Que, a los fines de ordenar y unificar criterios y rutinas de trabajo, en la



reglamentación pertinente, este Poder Ejecutivo, por conducto del Ministerio
de  Justicia  y  Derechos  Humanos,  establecerá  los  trámites  cuya  atención
pueden derivarse a otras reparticiones y cuál es el contenido de los mismos,
fijando protocolos de trabajo;
 
Que en relación a las disposiciones de los Artículos 4º, 5º y 6º de la ley, no
puede dejar de mencionarse que exceden las prerrogativas que le otorga la
Constitución  Provincial  a  la  Honorable  Legislatura  Provincial,  por  cuanto
sustituyen el  deber primario de seguridad que la Carta Magna Provincial
acuerda al  Poder Ejecutivo (C.P.,  art.  72 inc.  17),  determinando acciones
concretas  ajenas  a  la  incumbencia  del  Poder  Legislativo,  incurriendo  en
arbitrariedades  fácticas  de  distintos  niveles,  ya  que  ordena  acciones  o
cometidos públicos absolutamente ajenos a los planes diseñados por el Poder
Ejecutivo  (articulo  72  inciso  17  de  la  CP)  sin  valorar  fundadamente  la
posibilidad material de ello y, de suyo, sin un análisis de conveniencia que
necesariamente debe precederle y que al Legislador no le incumbe;
 
Que cuando la Constitución Provincial otorga al titular del Poder Ejecutivo la
potestad  de  fijar  políticas  que,  a  su  juicio,  resulten  más  adecuadas  para
cumplir los cometidos preestablecidos por aquél, la Honorable Legislatura no
puede  ex  post  facto  sustituir  el  criterio  adoptado  por  las  autoridades
administrativas, al considerarlas inconvenientes y juzgarlas según su propia
discreción, sustituyendo indebidamente la que es propia del Poder Ejecutivo;
 
Que, por lo demás, este Poder Ejecutivo Provincial, por conducto del Gabinete
Social  y  a  través  de  cada  una  de  las  jurisdicciones,  implementa
permanentemente  políticas  públicas  que,  en  todos  los  casos,  tienen  por
finalidad lograr la inclusión social de todos los segmentos de la sociedad,
fundamentalmente  de  aquellos  más postergados,  con lo  cual  las  acciones
apuntadas en tales preceptos no sólo no resultan ajustadas al ordenamiento
constitucional por la referida ilegítima injerencia del Poder Legislativo, sino
que además generan una indeseada superposición de políticas que podría
obstaculizar aquellas que efectivamente se encuentran en ejecución por parte
de Gobierno Provincial, sin perjuicio, claro está, del firme compromiso de este
órgano de poder del Estado de profundizar y optimizar en forma permanente
las políticas llevadas adelante en esta materia;
 
Que  si  bien  la  norma  contenida  en  el  Artículo  7º  de  la  Ley  aparece
razonablemente  acertada,  se  entiende  que  el  plazo  fijado  a  este  Poder
Ejecutivo para la elaboración de un plan de reequipamiento plurianual de la



Policía de la Provincia de Santa Fe es exiguo, resultando apropiado extender
el  mismo  a  noventa  días  (90),  enmarcando  dicha  labor  dentro  de  los
lineamientos trazados por este Gobierno Provincial  en el  Plan Estratégico
Provincial;
 
Que en relación al Artículo 9º, sin perjuicio del criterio de mérito que pudiere
tenerse con respecto a la Ley Nº 10.296 en tanto autoriza la afectación de
“fondos especiales” a las dependencias policiales que se mencionan en el
Artículo 1º (texto según Ley Nº 11.579), lo cierto es que la modificación ahora
aprobada por el Poder Legislativo altera de tal modo el sistema previsto por
aquella ley que elimina lisa y llanamente una herramienta necesaria en toda
fuerza de seguridad para una eficaz labor de prevención e investigación de
ilícitos, propiciándose en consecuencia el veto de este precepto;
 
Que ello es así, en tanto indudablemente el procedimiento propuesto por este
dispositivo  normativo  redundará  en  el  entorpecimiento  de  las  tareas
investigativas por cuanto dispone la aplicación del  régimen administrativo
normal y ordinario de rendición de cuentas a los fondos especiales previstos
en la Ley Nº 10296 y modificatorias, lo cual importará mayor vulnerabilidad
de la confidencialidad que debe guardarse respecto de esa información, con
indudables efectos negativos en la eficacia del accionar de las fuerzas de
seguridad alcanzadas por la norma, las que, vale la pena recordar, tienen a su
cargo la labor de prevención e investigación de los llamados delitos complejos.
 
Que en esta misma línea, el mensaje de elevación del proyecto de ley que
diera lugar oportunamente a la sanción de la Ley Nº 10296, consignó entre
sus fundamentos que el procedimiento de rendición de cuentas previsto en el
mismo permitía una “…acción confidencial destinada a preservar la labor de
inteligencia y  la  programación de las  operaciones,  a  fin  de garantizar  su
óptimo y  eficaz desempeño”,  fundamentos estos  que se entiende resultan
atendibles en atención a la materia objeto de análisis.
 
Que  por  otro  lado,  cabe  consignar  que  el  principio  republicano  de
gobierno establecido en el art. 1° de la Constitución de nuestra Provincia
como pilar del estado social y democrático de derecho, ha sido y es objeto de
efectivo respeto y real concreción a partir del año 2007 por parte del Poder
Ejecutivo a través de diversos decisorios dictados por este (vgr. Decreto Nº
0692/09, entre otros), ya sea en torno a la publicidad de la actividad estatal
como al deber de transparencia del obrar de la administración, sin perjuicio
de lo cual, una aplicación razonada y razonable del mismo, nos conduce a



contemplar vías exceptivas –como las previstas por el legislador al dictar la
referida Ley Nº 10296- que en diversas materias tales como seguridad pública
permitan a la administración dar debido cumplimiento a los cometidos que la
propia Carta Magna ha puesto en cabeza de ésta.
 
Que con respecto a lo previsto en el Artículo 10º de la Ley resulta acertado
que las previsiones allí contempladas sean ampliadas a los procedimientos de
selección  del  cocontratante  que  deban  efectuarse  para  las  adquisiciones
necesarias para la implementación de la reforma procesal penal –vinculada
especialmente  a  esta  temática-,  agilizando  de  esta  forma  la  puesta  en
funcionamiento de este nuevo sistema; por lo que, en tal sentido, este Poder
Ejecutivo  propicia  incorporar  un  párrafo  que  plasme expresamente  dicha
circunstancia;
 
Que  lo  establecido  en  el  Artículo  11º  de  la  ley  resulta  reprochable
constitucionalmente por cuanto la acción ordenada en modo imperativo por el
legislador constituye materia privativa de este Poder Ejecutivo, comportando
lo previsto una intromisión prohibida en la esfera de competencias de este
Órgano, que no puede ser tolerado sin desmedro del principio republicano de
división de poderes,
 
Que, no obstante ello, propiciamos que esa H. Legislatura faculte a este Poder
Ejecutivo para elaborar un programa de cobro de las deudas existentes con
motivo de las prestaciones previstas en la Ley Nº 6356;
 
Que  la  disposición  del  Artículo  12º  de  la  Ley  asigna  generalizada  e
indeterminadamente  competencias  de  naturaleza  administrativa  a  una
Comisión  creada  fuera  de  la  organización  administrativa  provincial,  cuya
cabeza es el Poder Ejecutivo (artículo 72 inciso 1º de la Constitución de Santa
Fe), en el caso relacionadas al desenvolvimiento, desarrollo y control de un
servicio público (Artículo 72 inciso 5 de la Constitución de Santa Fe), lo cual
aparece  violentando  el  esquema  constitucional  de  distribución  de
competencias, por lo cual se estima conveniente introducir modificaciones al
mismo, previendo como atribución de la misma el seguimiento de la labor que
desarrolle este Poder Ejecutivo en torno a la temática sujeta a análisis;
 
Que, finalmente, cabe señalar que resulta indispensable buscar el permanente
bienestar de la sociedad estableciendo mecanismos que permitan identificar
adecuadamente los fenómenos de la delincuencia e inseguridad que afectan a
la  población,  siendo  necesario  que,  en  coordinación  con  diferentes



instituciones involucradas y las fuerzas de seguridad, se definan los roles que
mejoren las condiciones de seguridad de los habitantes;
 
Que, para ello en la legislación comparada de América Latina y de Europa y,
en particular, en muchos municipios de nuestro país, se proponen formas de
financiamiento, buscando alternativas a los recursos existentes;
 
Que  con  el  fin  de  lograr  el  objetivo  previsto  y  financiar  las  acciones
coordinadas  que  se  lleven  a  cabo  por  parte  de  este  Poder  Ejecutivo,  se
requieren recursos económicos para ser destinados a un “Fondo Especial de
Asistencia a la Seguridad Pública y de la Prevención Ciudadana”
 
Que Fiscalía de Estado ha tomado la intervención de su competencia mediante
Dictamen Nº 2481/2012, recomendando el veto parcial del referido proyecto
de ley;
 
POR ELLO y de conformidad a las atribuciones que se reconocen al Poder
Ejecutivo en los Artículos 57 y 59 de la Constitución de la Provincia;
 

EL GOBERNADOR DE LA PROVINCIA
D E C R E T A

 
ARTICULO 1º: Vétanse el Artículo 1°, los incisos a), c), d), k), l), m), n), r), s),
t), u) y v) del Artículo 2º y los Artículos 3°, 4º, 5°, 6°, 7°, 9°, 10°, 11°, 12° y 14°
del proyecto de ley sancionado por la H. Legislatura de la Provincia en fecha 1°
de noviembre de 2012, recibido en el Poder Ejecutivo el día 6 del mismo mes y
año y registrado bajo el Nº 13.297.
 
ARTICULO 2º.- Propónese el siguiente texto para el Artículo 1° del proyecto
de ley sancionado_y registrado bajo el Nº 13.297, el que quedará redactado de
la siguiente manera:
“Artículo 1º.- Declárase la "Emergencia en materia de Seguridad Pública" en
todo el territorio de la Provincia de Santa Fe por el término de 18 (dieciocho)
meses, con la finalidad primordial de lograr y garantizar la protección integral
de la vida y los bienes de las personas. La prórroga de la vigencia de esta ley
podrá fijarse por idéntico periodo debiendo ser la misma establecida por una
norma análoga a la presente o por decisión del Poder Ejecutivo para lo que se
tendrá  en  consideración  un  análisis  exhaustivo  y  pormenorizado  de  la



situación en tal materia, a saber:
a)  Los  aspectos  organizativos,  funcionales  y  operativos  del  Sistema  de
Seguridad Pública de la  Provincia y  sus componentes,  en el  marco de la
legislación vigente;
b) El desarrollo y la implementación de programas de asistencia individual,
familiar y social tendientes a atacar las causas de la delincuencia y la violencia
en todas sus modalidades, haciendo especial hincapié en los sectores más
vulnerables de la comunidad;
c)  La  implementación  de  Programas  de  Vinculación  y  Coordinación
Institucional  con  los  Municipios  y  Comunas,  con  organismos  estatales
descentralizados y autárquicos, en relación a sus competencias propias y que
influyen en el fortalecimiento de la seguridad pública;
d) El desarrollo de estrategias y canales de participación comunitaria, a través
de tareas coordinadas con las organizaciones de la sociedad civil;
e) La realización y sostenimiento de la protección integral y efectiva para los
niños, niñas y adolescentes sin desatender el sostenimiento de la sociedad en
su conjunto como potencial victima de la inseguridad.
En el marco de la emergencia declarada, el Poder Ejecutivo, en forma gradual
y ordenada y sin afectar derechos reconocidos en la legislación vigente, se
encuentra  autorizado  para  reajustar  los  recursos  y  disponer  todo  lo
conducente para reestructurar los mismos con el  objetivo de organizar la
Policía de la Provincia en unidades territoriales más pequeñas, constituir un
Cuerpo  Táctico  Unificado  y  una  Dirección  General  de  Investigaciones  de
carácter Provincial, instaurar responsables distritales de seguridad, fomentar
la participación ciudadana en la selección de las autoridades, incrementar la
injerencia de los gobiernos locales y tomar todas las medidas administrativas
necesarias para que las áreas de Personal, de Logística y de Gestión de los
Sumarios Administrativos pasen a depender directamente del Ministerio de
Seguridad”
 
ARTICULO 3º: Propónese el siguiente texto para el artículo 2° y sus incisos
a), c), d), k), l) m), n), r), s), t), u) y v) del proyecto de ley sancionado y
registrado bajo el Nº 13.297, los que quedarán redactados de la siguiente
manera:
“Artículo 2.- Autorízase al Poder Ejecutivo para que, a través del Ministerio de
Seguridad y/o de la  jurisdicción que estime pertinente,  lleve adelante las
siguientes acciones:”
“Inc. a).- Reestructurar el esquema vigente de los Suplementos Salariales para
atender situaciones excepcionales o de riesgo especial.”
“Inc. c).- Ampliar el número de cargos de la planta de personal permanente de



la Policía de la Provincia de Santa Fe del Ministerio de Seguridad, en la
cantidad total de cuatro mil (4.000) efectivos, los cuales una vez adquirida la
capacitación  y  formación  pertinente,  cumplirán  funciones  preventivas  en
Comisarías  y  lugares  públicos,  debiendo  implementarse  los  mecanismos
financieros necesarios en el Presupuesto vigente.
Asimismo,  podrá  dictar  las  medidas  administrativas  tendientes  a  la
elaboración de cursos especiales para la incorporación de personal a la Policía
de Seguridad Vial y de la Guardia Rural, quedando el personal así incorporado
en comisión de servicio hasta tanto culminen los cursos que establecen las
Leyes Nros. 12.521 y 12.233.
Aquellos agentes que residieren en localidades que no tuvieren cubiertas las
necesidades mínimas del servicio, podrán ser destinados a estas. Este criterio
se mantendrá hasta tanto se de cobertura a las referidas necesidades del
servicio.”
“Inc. d).- Dictar aquellas medidas administrativas tendientes a la elaboración
de programas de abordaje de la situación edilicia de los inmuebles destinados
a dependencias de las fuerzas de seguridad.”
“Inc.  k).-  Adquisición  de  equipamiento  para  la  detección  de  drogas  o
sustancias  peligrosas  y  materiales  especiales  con  destinos  a  la  Dirección
General de Prevención y Control de Adicciones y la Brigada de Explosivos
Provincial.”
“Inc.  1)  Brindar  asistencia  al  personal  policial  en  materia  de  soluciones
habitacionales  y  constituir  un  equipo  multidisciplinario  de  contención  y
asistencia  al  personal  policial  víctima  de  accidentes  o  hechos  violentos
vinculados al servicio, como así también a su familia.”
“Inc.  m) Implementar Programas de Incentivo en Becas y Cursos para el
personal dependiente de la Dirección General de Prevención y Control de
Adicciones,  Tropas  de  Operaciones  Especiales,  Dirección  Provincial  de
Asuntos Internos Policiales y de la Dirección Especial de Prevención y Sanción
del Delito de Trata de Personas.”
“Inc.  n)  Adquisición  de  equipos  y  sistemas  informáticos  destinados  a  la
Dirección  General  de  Prevención  y  Control  de  Adicciones,  Tropas  de
Operaciones Especiales, Dirección Provincial de Asuntos Internos Policiales, la
Dirección Especial de Prevención y Sanción del Delito de Trata de Personas y
Departamentos que integran la Plana Mayor.”;
“Inc. r) Promover la adecuación de aquellas disposiciones vigentes a fin de
facilitar la participación de organizaciones sociales en la política de seguridad
y  celebrar  convenios,  acuerdos  o  llevar  adelante  acciones  conjuntas  con
Municipios  y  Comunas  a  través  de  las  cuales  se  otorgue  a  éstos  mayor
injerencia en tareas de colaboración en materia de seguridad pública en sus



territorios, especialmente en lo referido a cuestiones operativo-preventivas y
al establecimiento de controles cruzados.”;
“Inc. s) Fomentar la constitución de Consejos Locales de Seguridad en cada
Municipio o Comuna donde exista una dependencia fija de seguridad, que
estará integrada por organizaciones representativas de la comunidad, tales
como  entidades  de  asistencia  social,  educativas,  culturales,  deportivas,
profesionales,  gremiales,  mutuales  y  cooperativas,  comercios  e  industrias,
instituciones religiosas y demás entidades, cuya función será la de proponer
acciones preventivas respecto a la seguridad. El Poder Ejecutivo a través del
Ministerio de Seguridad generará a esos fines un programa de capacitación
en materia de seguridad pública y prevención ciudadana en el territorio a
partir de las tareas de colaboración que en esta temática puedan desarrollarse
desde el ente territorial local”;
“Inc. t) Analizar y en su caso reformular el sistema de trámites por carpetas
médicas y licencias de larga duración del personal policial, propendiendo a
que  las  mismas  sean  resueltas  por  la  Dirección  de  Higiene  y  Salud  del
Trabajador dependiente del Ministerio de Salud de la Provincia o por aquel
organismo o entidad con quien ésta celebre convenio, la que actuará bajo su
dirección y supervisión.”
“Inc. u) Disponer la urgente comunicación a las autoridades judiciales que
correspondan  en  los  casos  que,  durante  la  tramitación  de  un  sumario
administrativo, personal policial o penitenciario pudiera resultar involucrado
en un delito.”
“Inc. v) Reestructurar órganos y adoptar todas aquellas medidas que permitan
iniciar  de  oficio  investigaciones  administrativas  referidas  a  incrementos
patrimoniales sustantivos del personal policial que no guarden proporción con
sus respectivos ingresos. El incremento patrimonial sustantivo determinado
según  los  términos  de  la  Ley  N°  12.238  será  considerado  infracción
administrativa autónoma y sancionada como falta grave, con independencia de
la suerte que pudiere correr el eventual proceso penal.”
 
ARTICULO 4º: Propónese el siguiente texto para el artículo 3° del proyecto
de ley sancionado y registrado bajo el Nº 13.297:
“ARTICULO 3º.-  El  Poder  Ejecutivo,  a  través  del  Ministerio  de  Justicia  y
Derechos Humanos y/o la jurisdicción que estime pertinente,  articulará la
implementación  de  un  sistema  de  trámites  no  penales  que  pueda  ser
efectivizado desde otras  dependencias  estatales  comunales,  municipales  o
provinciales  diferentes  a  las  policiales.  Dicho  sistema  se  aplicará
progresivamente a fin de que en su  implementación no se vean dificultados o
desconocidos servicios que hoy se prestan de manera habitual a la ciudadanía.



A tales fines, el Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio de Justicia y
Derechos Humanos, podrá celebrar convenios con gobiernos locales para la
más pronta y oportuna atención en dicho sistema.
En la reglamentación correspondiente, el Poder Ejecutivo, por conducto del
Ministerio de Justicia y  Derechos Humanos y/o la  jurisdicción que estime
pertinente, indicará cuáles son los trámites alcanzados por este sistema y cuál
es el contenido de los mismos.
El  mismo  sistema  de  recepción  de  denuncias  podrá  contemplar  la
implementación  de  un  Buzón  Comunitario  donde  los  ciudadanos  podrán
depositar denuncias de hechos o situaciones que ellos consideren importantes
en relación a venta de estupefacientes y trata de personas, respetando los
criterios que, al efecto, diseñe el Poder Ejecutivo a propuesta del Ministerio
de Seguridad.”
 
ARTICULO 5º: Propónese el siguiente texto para el artículo 7° del proyecto
de ley sancionado y registrado bajo el Nº 13.297:
“Artículo 7°.- Las adquisiciones que se efectuaren destinadas al equipamiento
de la Policía de la Provincia y su personal, deberán enmarcarse dentro de un
plan de reequipamiento plurianual que deberá ser elaborado por el Ministerio
de Seguridad en un plazo máximo de noventa (90) días a partir de la fecha de
publicación de la presente ley teniendo en consideración los lineamientos
trazados en el Plan Estratégico Provincial.”
 
ARTICULO 6º: Propónese el siguiente texto para el artículo 10° del proyecto
de ley sancionado y registrado bajo el Nº 13.297:
“Artículo 10°.- Sin perjuicio de lo dispuesto por el articulo 8°, establécese que
podrán aplicarse los siguientesprocedimientos cuando los valores no superen
los que se enuncian a continuación:
a) Compra directa hasta $ 50.000 (cincuenta mil).
b) Concurso de Precios hasta $150.000 (ciento cincuenta mil).
Ampliase  hasta  la  suma  de  $30.000  (treinta  mil)  el  monto  al  que  están
autorizados a invertir los jefes de las reparticiones policiales y penitenciarias
por intermedio de sus respectivas habilitaciones para los casos de partidas
mensuales destinadas al desarrollo de sus actividades; manteniéndose como
tope máximo de $5.000 (cinco mil) los Gastos de Funcionamiento.
A los topes consignados en el presente articulo y, hasta tanto no se opere la
puesta  en  funcionamiento  del  Subsistema de  Administración  de  Bienes  y
Servicios contemplados en el Titulo III la ley N° 12.510, continuarán rigiendo
en materia de contrataciones de las disposiciones del Titulo III, Artículo 106°,



ss. y cc. del Decreto ley N° 1751/56 y sus respectivas modificatorias.
A los procedimientos de selección del co–contratante que se realicen para las
adquisiciones relacionadas a la implementación del  Código Procesal  Penal
aprobado por Ley Nº 12.734 le serán aplicables los valores previstos en los
incisos  “a”  y  “b”  del  presente  Artículo.  Asimismo,  será  aplicable  a  estas
adquisiciones lo previsto en el Artículo 8º de la presente Ley.”
 
ARTICULO 7º: Propónese el siguiente texto para el artículo 11° del proyecto
de ley sancionado y registrado bajo el Nº 13.297:
“Artículo 11°.- Facultar al Poder Ejecutivo a elaborar un programa de cobros
de las deudas existentes con motivo de las prestaciones a las que alude la Ley
N° 6.356 en el plazo más breve posible.
El mismo no alcanzará el pago de los servicios adicionales prestados por los
agentes policiales, los que deberán realizarse en lo sucesivo en el marco de la
legislación vigente.”
 
ARTICULO 8º:   Propónese  el  siguiente  texto  para  el  artículo  12°  del
proyecto de ley_ sancionado y registrado bajo el Nº 13.297:
“Artículo  12°.-  Créase  en  el  ámbito  del  Poder  Legislativo  la  Comisión
Bicameral de Seguimiento de Seguridad Pública – Ley N° 13.297, integrada
por  la  actuales  Comisiones  de  Seguridad  Pública  de  cada  Cámara.  El
Ministerio de Seguridad informará trimestralmente a la misma las medidas
adoptadas.”
 
ARTICULO 9º:   Propónese  el  siguiente  texto  para  el  artículo  14°  del
proyecto de ley_ sancionado y registrado bajo el Nº 13.297:
“Artículo  14°.-  El  Poder  Ejecutivo,  a  través  del  Ministerio  de  Economía,
tomará los recaudos presupuestarios necesarios para el cumplimiento de lo
dispuesto  en  la  presente  ley,  pudiendo  realizar  las  modificaciones
presupuestarias necesarias en los créditos de ¨Rentas Generales del Tesoro
Provincial¨, como asimismo de aquellas “Cuentas Especiales originadas con
motivo de la actividad de seguridad”.
Constitúyase  un  “Fondo  para  la  Asistencia  a  la  Seguridad  Pública  y
Prevención Ciudadana – Ley 13.297”, el que estará constituido por el diez por
ciento (10%) de lo recaudado conforme lo establecido en el Título III, Libro
Segundo, del Código Fiscal.
Sustitúyase  el  segundo párrafo  del  artículo  15°  de  la  Ley  N°  3.650 (t.o.
Decreto N° 2349/97), precepto éste que quedará redactado de la siguiente
manera: “El Impuesto de Sellos establecido en el Título III, Libro Segundo del



Código Fiscal, se hará efectivo de acuerdo con las cuotas que se fijan en los
artículos siguientes. Salvo los casos expresamente previstos en la Ley, los
importes en dinero y cuotas fijas se enuncian en Módulos Tributarios (MT) a
cuyo efecto su valor unitario se establece en Pesos Diez Centavos ($0,10.-).”
 
ARTICULO 10º:  Remítase  el  presente  Decreto  a  la  H.  Legislatura  con
mensaje  de  estilo,  por  intermedio  de  la  Dirección  General  de  Técnica
Legislativa del Ministerio de Gobierno y Reforma del Estado.
 
ARTICULO 11º: Regístrese, comuníquese, publíquese y archívese.
Firmado:     Antonio Juan Bonfatti
                  Rubén Darío Galassi
                  Raúl Alberto Lamberto
       
 


